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MESA 3 

 

 

S E N T E N C I A 
 

En Oviedo, a veintidós de octubre de dos mil veinticuatro. 

 

 Vistos por mi, Miguel Alvarez-Linera Prado, titular del 

juzgado de lo mercantil nº2 de Oviedo, los presentes autos de 

juicio verbal  seguidos con el nº54/2024 a instancias de Dª 

MARIA LUISA PRESTAMO FERNANDEZ , representada por la 

procuradora Sra. Quirós y asistida por el letrado Sr. 

Rodriguez, frente a FORD ESPAÑA, S.L., representada por la 

procuradora Sra. Oria y asistida por la letrada Sra. Martinez; 

siendo parte en éste procedimiento SEAT, S.A., representada 

por la procuradora Sra. Fernandez Carro.  

 

ANTECEDENTES DE HECHO 

 

PRIMERO.- Con fecha de 1 de febrero de 2024, se interpuso a 

instancia de la procuradora Sra. Quirós, en la representación 

que tiene acreditada en autos, demanda frente a FORD 

ESPAÑA,S.L. en la que, tras alegar los hechos y fundamentos 

que estimó procedentes a su derecho, terminó suplicando al 

juzgado se dictara sentencia condenando a la demandada a 

indemnizar a la parte actora en la cantidad de 3.000 euros, o 

la que resulte de la prueba, más intereses y costas. 

 

SEGUNDO.- Admitida a trámite la demanda, se dio traslado de la 

misma a la parte demandada, la cual evacuó el trámite de 

contestación en tiempo y forma oponiéndose a la demandada. 

Admitida la intervención de SEAT, la misma formuló las 
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alegaciones que estimó convenientes. Convocadas las partes a 

juicio, el mismo se celebró el día  17 de octubre de 2024 con 

el resultado que obra en autos, quedando éstos para sentencia 

por acuerdo de la misma fecha. 

 

TERCERO.- En la tramitación del presente procedimiento se han 

observado todas las prescripciones legales. 

 

    FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

PRIMERO.- Se ejercita por la parte actora una acción de 

reclamación de cantidad por el importe a que, dice, asciende 

el sobre coste abonado por el vehículo adquirido a la 

fabricante demandada, todo ello derivado de la infracción del 

derecho a la competencia por la que la demandada, junto con 

otros fabricantes, habría sido sancionado por la CNMC en 

Resolución de 23 de julio de 2015, sanción que habría sido 

ratificada por la Sentencia de la Audiencia Nacional de 27 de 

diciembre de 2019 y, posteriormente, por la del TS del 13 de 

mayo de 2021. En éste sentido, el actor manifiesta haber 

adquirido un vehículo FORD,  el  16 de julio de 2007 y un 

vehículo SEAT el 2 de febrero de 2007 por la cantidad de 

19.601,58.  

 

Por la demandada y por SEAT, tras alegar la prescripción de la 

acción y falta de legitimación, se formula expresa oposición a 

la demanda negando la existencia de sobreprecio alguno como 

consecuencia de las conductas por las que habría sido 

sancionada. 

 

A propósito de la prescripción, el plazo de prescripción de 

las acciones por daños queda regulado con carácter 

extracontractual en cuanto a nuestro régimen legal aplicable 

en el art 1969 CC el cual establece que se produce la misma 

desde el día en que pudieron ejercitarse las acciones que no 

tengan previsto otro plazo, y tras transposición de la 

Directiva de daños de 2014 en la LDC en su art. 74 se 

determina que " El cómputo del plazo comenzará en el momento 

en el que hubiera cesado la infracción del Derecho de la 

competencia y el demandante tenga conocimiento o haya podido 

razonablemente tener conocimiento de las siguientes 

circunstancias: 

 

a) La conducta y el hecho de que sea constitutiva de una 

infracción del Derecho de la competencia; b) el perjuicio 

ocasionado por la citada infracción; y c) la identidad del 

infractor. 

 



    

 

El plazo se interrumpirá si una autoridad de la competencia 

inicia una investigación o un procedimiento sancionador en 

relación con una infracción del Derecho de la competencia 

relacionados con la acción de daños. La interrupción terminará 

un año después de que la resolución adoptada por la autoridad 

de competencia sea firme o se dé por concluido el 

procedimiento de cualquier otra forma. 

 

Asimismo se interrumpirá el plazo cuando se inicie cualquier 

procedimiento de solución extrajudicial de controversias sobre 

la reclamación de los daños y perjuicios ocasionados. La 

interrupción, sin embargo, solo se aplicará en relación con 

las partes que estuvieran inmersas o representadas en la 

solución extrajudicial de la controversia". 

 

Así, desde un punto de vista legal no es controvertido que el 

plazo debe fijarse desde que el demandante pudo conocer dicha 

conducta, si bien con el régimen anterior aunque cabía la 

interrupción de la prescripción, no se producía en los 

términos previstos en el actual art. 74.3 LDC. 

 

A propósito de dicho conocimiento por el agraviado o el 

perjudicado por el cartel o conducta colusoria, podemos 

destacar criterios jurisprudenciales en la UE destacando por 

un lado la STJUE de 28-3-2019 (Cogeco) que determinó que es 

indispensable, para que la persona perjudicada pueda ejercitar 

una acción por daños, que sepa quién es la persona responsable 

de la infracción del Derecho de la competencia (50), si bien 

en su fundamento 52 establece que " En efecto, la conformidad 

de un plazo de prescripción con las exigencias del principio 

de efectividad, tiene una especial importancia tanto por lo 

que respecta a las acciones por daños ejercitadas con 

independencia de una resolución firme de una autoridad 

nacional de la competencia como para aquellas que resultan de 

tal resolución. En cuanto a estas últimas, si el plazo de 

prescripción, que empieza a correr antes de la finalización de 

los procedimientos a cuyo término se dicta una resolución 

firme por la autoridad nacional de la competencia o por una 

instancia de recurso, es demasiado corto en relación con la 

duración de esos procedimientos y no puede suspenderse ni 

interrumpirse durante el transcurso de tales procedimientos, 

no se descarta que ese plazo de prescripción se agote antes 

incluso de que finalicen los referidos procedimientos. En ese 

caso, la persona que hubiera sufrido daños no podría ejercitar 

acciones basadas en una resolución firme en la que se declare 

la existencia de una infracción a las normas de competencia de 

la Unión." 

 



    

 

En la sentencia de 22-6-2022, se determina que " De ello se 

deduce que la existencia de una infracción del Derecho de la 

competencia, la existencia de un perjuicio, la relación de 

causalidad entre ese perjuicio y la infracción y la identidad 

del autor de esta forman parte de los elementos indispensables 

de los que la persona perjudicada debe disponer para ejercitar 

una acción por daños… En estas circunstancias, procede 

considerar que los plazos de prescripción aplicables a las 

acciones por daños por infracciones del Derecho de la 

competencia de los Estados miembros y de la Unión no pueden 

empezar a correr antes de que haya finalizado la infracción y 

de que la persona perjudicada tenga conocimiento o haya podido 

razonablemente tener conocimiento tanto del hecho de que ha 

sufrido un perjuicio por razón de dicha infracción como de la 

identidad del autor de esta ", y reitera que el dies a quo se 

computa desde que el perjudicado tiene conocimiento o haya 

podido razonablemente tener conocimiento del hecho, y del 

autor.  

 

Asimismo, en materia de prescripción para el ejercicio de las 

acciones por daños, el Tribunal Supremo ha desarrollado una 

jurisprudencia, tanto relativa al comienzo del cómputo del 

plazo de prescripción de las acciones, como sobre la 

interrupción de la prescripción extintiva por la vía de la 

reclamación extrajudicial. Así la interpretación del dies a 

quo, "desde que lo supo el agraviado" o "desde el día en que 

pudieron ejercitarse", se vincula al conocimiento efectivo del 

daño sufrido y al principio de indemnidad, de forma que el 

perjudicado debe poder conocer, antes de efectuar la 

reclamación, el alcance total del daño sufrido y disponer de 

todos los datos para poder ejercitar la acción de forma 

efectiva. Y, respecto a la interrupción de 

la prescripción extintiva por la vía de la reclamación 

extrajudicial, se considera imposible la prescripción, cuando 

se pone de manifiesto un afán o deseo de mantenimiento y 

conservación de la acción. 

 

Entre las resoluciones más recientes y referidas a acciones de 

responsabilidad extracontractual, la sentencia 142/2020, de 2 

de marzo, se remite a la doctrina consolidada en esta materia, 

con cita de varias otras resoluciones: " Se ha de partir de lo 

que, como recuerda la sentencia 449/2019, de 18 de julio, 

sostiene la sala  sobre el instituto de la prescripción: 

 

(i)Como sostiene la sala en la sentencia n.º 326/2019, de 6 de 

junio  : "Es cierto que la prescripción ha de ser interpretada 

restrictivamente por tener su fundamento en razones de 

seguridad jurídica y no de justicia material, pero también lo 

es que ( sentencia 134/2012, de 29 de febrero  ) es doctrina 



    

 

reiterada de esta Sala la que señala que una cosa es que el 

plazo de prescripción de un año establecido en nuestro 

ordenamiento jurídico para las obligaciones extracontractuales 

sea indudablemente corto y que su aplicación no deba ser 

rigurosa sino cautelosa y restrictiva, y otra distinta que la 

jurisprudencia pueda derogar, por vía de interpretación, el 

instituto jurídico que nos ocupa, pues ello aparece prohibido 

por el ordenamiento jurídico ( STS 22 de febrero 1991 ; STS de 

16 de marzo 2010 ). El plazo prescriptivo es improrrogable y 

no es posible una interpretación extensiva de los supuestos de 

interrupción ( SSTS 27 de septiembre de 2005  ; 3 de mayo 

2007 ; 19 de octubre 2009 ; 16 de marzo 2010 , entre otras)." 

 

(ii) Pero, hecha tal puntualización sobre el plazo 

prescriptivo y la interpretación extensiva de los supuestos de 

interrupción, se ha de añadir lo que afirma la sentencia n.º 

721/2016, de 5 de diciembre  , que: "La doctrina de la sala, 

recordada recientemente por la sentencia 623/2016, de 20 

octubre  , viene manteniendo la idea básica, para la exégesis 

de los artículos 1969 y 1973 CC , que siendo 

la prescripción una institución no fundada en principios de 

estricta justicia sino en los de abandono o dejadez en el 

ejercicio del propio derecho y en el de la seguridad jurídica, 

su aplicación por los Tribunales no debe ser rigurosa sino 

cautelosa y restrictiva ( sentencias de 8 de octubre de 

1981 , 31 de enero 1983 , 2 de febrero y 16 de julio 1984 , 9 

de mayo y 19 de septiembre de 1986 y 3 de febrero de 1987 ). 

Esta construcción finalista de la prescripción tiene su razón 

de ser tanto en la idea de sanción a las conductas de abandono 

en el ejercicio del propio derecho o de las propias facultades 

como en consideración de necesidad y utilidad social. De ahí 

que mantenga la Sala reiteradamente, al interpretar 

la prescripción, que cuando la cesación o abandono en el 

ejercicio de los derechos no aparece debidamente acreditado y 

sí por el contrario lo está el afán o deseo de su 

mantenimiento o conservación, la estimación de 

la prescripción extintiva se hace imposible a menos de 

subvertir sus esencias. 

 

Al llevar a cabo los tribunales esta labor interpretativa han 

de tener presente, por cuanto quedaría imprejuzgada la 

pretensión de fondo planteada, el derecho a la tutela judicial 

efectiva ( artículo 24.1 CE ) en su vertiente de acceso a la 

jurisdicción, ya que la estimación de 

la prescripción adquiriría relevancia constitucional cuando 

sea el resultado de una interpretación y aplicación legal que 

por su rigorismo, formalismo excesivo o desproporción entre 

los fines que preservan la consecuencia de cierre del proceso, 

se conviertan en un obstáculo injustificado para resolver 



    

 

sobre la pretensión deducida (por todas STC 148/2007, de 18 

junio). 

 

A la hora de valorar si se ha acreditado o no la cesación o 

abandono en el ejercicio de los derechos o, por el contrario, 

el deseo de su conservación y mantenimiento, es cuando se ha 

de acudir al examen de los medios idóneos para su 

acreditación. 

 

La sentencia n.º 74/2019, de 5 de febrero  , remite a 

la sentencia n.º 97/2015, de 24 de febrero  , que afirma lo 

siguiente: "La sala, en su labor unificadora de criterios 

judiciales, ha precisado, entre otros pronunciamientos sobre 

la materia, en ( STS de 16 de noviembre de 1998, Rc. 

1075/1994  ), que la interrupción de la prescripción extintiva 

por la vía de la reclamación extrajudicial, supone una 

singularidad en nuestro derecho en relación al derecho 

comparado. Es más, nuestro Código Civil, en el mencionado 

artículo 1.973 , no exige fórmula instrumental alguna para la 

reclamación extrajudicial como medio para interrumpir 

la prescripción, por lo que cualquiera de ellos, puede servir 

para tal fin; es por lo que siguiendo una importante corriente 

doctrinal, se puede afirmar que esta cuestión puede plantear 

un problema de prueba -de la existencia de la reclamación y de 

su fecha- pero no un problema de forma. Y en este sentido se 

explicita la sentencia de esta Sala de 6 de diciembre de 

1.968 " 

 

Por consiguiente si la interrupción de la prescripción no está 

sujeta a forma, la ratio decidendi se ha de limitar a una 

cuestión de prueba de la remisión y de la recepción del 

requerimiento de pago. 

 

De ahí que la sentencia 877/2005, de 2 de noviembre  , afirme 

que "el intercambio de correspondencia por cartas es 

suficiente para fundamentar una interrupción extraprocesal del 

plazo de prescripción ( sentencias de 16 de marzo de 1961 , 22 

de septiembre de 1984 y 12 de julio de 1990 , entre otras)". 

También se citan la de 21 de noviembre de 1997 y 21 de marzo 

de 2000. 

 

Lo mismo cabe predicar de la remisión de telegramas. 

 

Ahora bien, tiene sentado la sala (sentencia 972/2011, de 10 

de enero ) que: "Para que opere la interrupción de 

la prescripción, es preciso que la voluntad se exteriorice a 

través de un medio hábil y de forma adecuada, que debe 

trascender del propio titular del derecho, de forma que se 

identifique claramente el derecho que se pretende conservar, 



    

 

la persona frente a la que se pretende hacerlo valer y que 

dicha voluntad conservativa del concreto derecho llegue a 

conocimiento del deudor, ya que es doctrina reiterada que la 

eficacia del acto que provoca la interrupción exige no sólo la 

actuación del acreedor, sino que llegue a conocimiento del 

deudor su realización ( SSTS 13 de octubre de 1994, rec. n.º 

2177/1991  , 27 de septiembre de 2005, rec. n.º 433/1999  , 12 

de noviembre de 2007, rec. n.º 2059/2000  , 6 de mayo de 2010, 

rec. n.º 1020/2005 ), y su acreditación es carga de quien lo 

alega." 

 

Asimismo, ha de tenerse en cuenta que el TJUE, en ST de 22 de 

junio de 2022 ha venido sosteniendo la aplicabilidad a éstos 

supuestos del plazo de prescripción de cinco años. 

 

Por lo anteriormente expuesto debe de considerarse como fecha 

de inicio la de la publicación de la STS de 13 de mayo de 

2021, con lo que habiéndose presentado la demanda   1 de 

febrero de 2024, y mediando reclamaciones previas 

interruptivas de la prescripción, debe desestimarse la 

prescripción alegada. En cuanto a SEAT, la reclamación si 

estaría prescrita al haberse aquietado a la resolución de la 

AN y ser para ésta firme el 26 de octubre de 2015. No 

obstante, debiendo considerarse que la responsabilidad de los 

cartelistas viene presidida por un litisconsorcio de carácter 

impropio, dada la responsabilidad solidaria de todos los 

cartelistas, la prescripción respecto de SEAT no impide la 

responsabilidad respecto del resto de cartelistas por 

cualquiera de las marcas cartelizadas, sin perjuicio de la 

repetición frente a quien corresponda. 

 

En cuanto a la falta de legitimación activa, de la 

documentación que ha sido acompañada con la demanda resulta 

suficientemente acreditada la adquisición de los vehículos por 

el actor y que los vehículo no son  vehículos usados sino  

nuevos y están afectados por el cartel, con lo que ha de 

tenerse por debidamente constituida la relación jurídica 

procesal, sin perjuicio de lo que haya de resultar en cuanto 

al fondo del asunto. 

 

SEGUNDO.- Despejados los óbices de carácter procesal, cabe ya 

entrar en el fondo de la cuestión litigiosa, que no es otro 

que la acción follow on dirigida contra un destinatario de la 

Resolución de la CNMC. El actor debe, por tanto, probar no la 

acción en sí, pues ya queda establecida y acreditada en la 

propia CNMC, sino la existencia de daño y la relación de 

causalidad entre dicha acción producida y el daño que se 

reclama. Asimismo debe de cuantificarse el mismo por el 

demandante, extremo éste que se resolverá con posterioridad. 



    

 

 

En cuanto a la acción, como ya se dijo, la misma queda 

acreditada por el contenido de la Resolución de la CNMC, que  

concluye que la infracción consistió en intercambios de 

información confidencial que comprendían gran cantidad de 

datos tales como la rentabilidad y facturación de sus 

correspondientes Redes de concesionarios en total y desglosado 

por venta de automóviles y actividades de posventa; los 

márgenes comerciales y política de remuneración ofrecida por 

las marcas a sus Redes de concesionarios; las estructuras, 

características y organización de sus Redes de concesionarios 

y datos sobre políticas de gestión de dichas Redes;  las 

condiciones de sus políticas y estrategias comerciales 

actuales y futuras de marketing de posventa; las campañas de 

marketing al cliente final; y  los programas de fidelización 

de sus clientes. 

 

De la lectura de esta Resolución queda acreditada la 

concurrencia de tres tipos de acuerdos colusorios: de venta, 

de postventa, y de marketing. Así, debemos destacar que la 

resolución afecta a 3 tipos de intercambios de información en 

el llamado Club de Marcas, que afectaba a distribución y 

comercialización de todos los vehículos distribuidos en España 

por las marcas participantes, a los intercambios de 

información de postventa, en relación con cada una de las 

empresas del Club de Marcas, y a los intercambios de 

información de marketing. Junto con el Club de Marcas, la CNMC 

reconoce como foros infractores, el que denomina Foro de 

Directores de Postventa y el denominado Foro de Jornadas de 

Constructores, reconociendo distinta participación de las 

distintas marcas en cada uno de estos foros y con una duración 

temporal también distinta según la marca de fabricante de que 

se trate. 

 

La CNMC, no obstante ello, matiza que “ el hecho de que los 

intercambios de información se hubieran realizado en el marco 

de Foros distintos no impide apreciar la unidad de infracción, 

puesto que ha quedado acreditado que tales intercambios de 

información se realizaron en ejecución de un plan preconcebido 

o aprovechando idéntica ocasión, utilizando con la misma 

finalidad infractora similares métodos”, con lo que, a juicio 

de éste juzgador, resulta ciertamente irrelevante a los 

efectos de la causación del daño, la intervención de cada 

fabricante en uno o varios foros y la propia duración de su 

intervención. 

 

La Resolución pone de manifiesto asimismo que esta conducta 

consistente en intercambios de información es concretamente 

apta, teniendo en cuenta el contexto jurídico y económico en 



    

 

el que se inscribe,  para restringir o falsear el juego de la 

competencia en el mercado de la distribución mayorista de 

automóviles, y para disminuir la rivalidad entre las empresas 

partícipes en dichos intercambios,  afectando por ello a los 

consumidores y usuarios adquirentes finales. 

 

 Continúa la Resolución disponiendo, que " Teniendo en cuenta 

las conductas colusorias analizadas en este expediente, el 

mercado geográfico se extiende, respecto a las prácticas 

realizadas en relación con las marcas incoadas, a todo el 

ámbito nacional, lo que debe tomarse en consideración a la 

hora de valorar los efectos de la práctica sobre otros 

operadores económicos y, especialmente, sobre los consumidores 

y usuarios perjudicados por las conductas realizadas”.  

 

Considera igualmente acreditado la Resolución que los 

intercambios de información, por su propia naturaleza y a la 

vista de las circunstancias en las que se produjeron, reducen 

o incluso eliminan la incertidumbre sobre variables 

estratégicas y generan e incrementan la probabilidad de que 

las empresas partícipes alineen sus estrategias comerciales, 

en lugar de competir en el mercado; así, dichos intercambios 

conllevaron una restricción de la competencia en la fijación 

de los precios finales y en la determinación de las 

condiciones comerciales de los automóviles distribuidos por 

las respectivas redes de concesionarios, así como de los 

servicios posventa prestados en ellos, y esto conlleva de 

manera clara a una afectación de los precios como estrategia 

comercial principal, quedando acreditado dicho daño en el 

precio final, y la relación de causalidad entre dicho cartel 

del Club de Marcas y el daño causado sobre los precios como 

dicha estrategia comercial principal. 

 

Asimismo, la Resolución pone de manifiesto la concurrencia de 

efectos contrarios a la competencia de la conducta infractora 

que, habiéndose producido en el mercado de distribución 

mayorista de vehículos por las principales marcas presentes en 

el mismo, disminuyeron la rivalidad entre las empresas 

partícipes en dichos intercambios, y se concretaron asimismo 

en el mercado de distribución minorista vinculado, operado por 

los concesionarios. Los intercambios producidos incluyeron la 

comunicación a las competidoras de los planes y acciones 

comerciales presentes y futuros de las marcas participantes 

respecto a la venta y posventa a través de sus redes de 

concesionarios y talleres oficiales, así como las políticas 

retributivas a dicha red de distribución, con efecto en la 

homogeneización y fijación de las condiciones y planes 

comerciales presentes y futuros de las marcas de automóviles 

imputadas. Los intercambios desvelaron información 



    

 

confidencial y estratégica sobre la organización de las 

respectivas redes comerciales de las marcas, datos 

fundamentales para diferenciarse de sus competidores y 

rivalizar efectivamente en el mercado de distribución, con el 

consiguiente perjuicio para la competencia. 

 

Concluye la Resolución poniendo de manifiesto que " En este 

sentido, la conducta no se ha materializado en una fijación 

explícita de precios o cantidades por parte de los partícipes, 

si bien no cabe duda de que constituye un intercambio de 

información periódica, detallada, sensible y estratégica, con 

identificación de las marcas, sobre márgenes comerciales y 

políticas de retribución de las redes de concesionarios para 

eliminar incertidumbres sobre la evolución del mercado y 

asegurar su estabilidad, lo que se traduce en 

una significativa restricción de la competencia en la fijación 

de los precios finales y en la determinación de las 

condiciones comerciales de los automóviles distribuidos por 

las respectivas redes de concesionarios, así como de los 

servicios posventa prestados en ellos", matizando a 

continuación que “ la disminución de la competencia generada…. 

Se ha trasladado al consumidor final en forma de menores 

descuentos, políticas comerciales menos agresivas por parte de 

las marcas y un menor esfuerzo por distinguirse de las otras 

empresas con unos servicios de más calidad”, lo cual, a juicio 

de éste juzgador, pone de manifiesto el evidente perjuicio al 

consumidor de carácter principalmente económico. 

 

Por último, se ha de poner de relieve el hecho declarado 

probado por la CNMC en el sentido de que la hoy demandada 

habría tenido intervención en los tres Foros del Cártel, con 

una participación en la conducta del 11,8% y una duración 

media de intervención del 90% meses. 

  

Si acudimos a la ST AN y a la STS, ambos tribunales ponen de 

manifiesto que la demandada, entre otras, actuaron con un plan 

preconcebido, único y homogéneo, participando en intercambios 

de información, que además se mantuvieron, de forma periódica 

y durante un periodo prolongado de tiempo y que versaron sobre 

datos recientes y actualizados, con alto nivel de 

desagregación y homogeneización, entre otras muchas otras 

materias, referidos a estrategias de red y organización 

empresarial, sobre las rentabilidades de las redes, reducción 

de costes y de stocks de vehículo nuevo y usado, sobre 

descuentos y sobre precio franco fábrica que aplica cada marca 

en factura a sus concesionarios y rápeles, y sobre el sistema 

de retribución de los concesionarios y en concreto sobre el 

peso, en términos porcentuales asignado a la retribución fija 

y variable a los concesionarios ". 



    

 

 

En éste sentido, la SAN  manifiesta que " A la vista de la 

diferente información intercambiada antes expuesta, podemos 

concluir que la misma afectaba a numerosos aspectos que son 

propios de la estrategia comercial de cada 

empresa fabricante de automóviles, especialmente en lo que se 

refiere a sus relaciones con sus respectivas redes oficiales 

de concesionarios. Y ese intercambio de información permitió 

un comportamiento concertado entre competidores para la 

fijación de variables que eran determinantes de su actuación 

en el mercado y que, además, debían adoptarse de forma 

individualizada lo cual permitió eliminar la incertidumbre 

existente en el mercado al conocer cuál iba a ser la actuación 

comercial y estratégica de sus competidores especialmente en 

relación con la gestión de las redes oficiales de 

concesionarios de cada una de las marcas implicadas." 

 

Continúa declarando que " figuran en el expediente 

administrativo numerosos indicios y pruebas que ponen de 

manifiesto que las empresas fabricantes de automóviles de las 

distintas marcas mantuvieron entre ellas diversos contactos, 

bien a través de reuniones o bien a través de correos 

electrónicos, que implicaron una actuación conjunta y común en 

un mismo mercado con un mismo objetivo: principalmente 

perseguían obtener una mayor rentabilidad en las redes 

oficiales de concesionarios y para ello se comprometieron a 

remitir de forma periódica -según los datos, podía ser 

mensual, trimestral o anual- datos que permitían conocer los 

resultados económicos de sus competidores, así como las 

medidas estratégicas y comerciales que eran eficaces para 

mantener la viabilidad de los concesionarios mejorando la 

venta de vehículos", y en cuanto al precio de venta final, se 

establece que " En ese sistema de distribución selectiva la 

organización de la actividad comercial de la venta, de 

servicio posventa, marketing y el modelo de negocio del 

distribuidor en su conjunto se configura por la marca hasta el 

punto de que son las empresas distribuidoras de los vehículos 

a través de sus redes oficiales de concesionarios quienes 

comunican un precio de venta recomendado para que sea el 

concesionario quien finalmente establezca libremente el precio 

final de venta aunque está estrechamente relacionado con la 

política de remuneración establecida por la marca a su red de 

concesionarios. Dicha remuneración se compone de una 

retribución fija o margen básico, no dependiente de la 

cantidad de vehículos vendidos por el concesionario y 

percibido como un menor precio (descuento) del precio pagado 

por el concesionario a la marca, y una retribución variable 

dependiente de la consecución de los objetivos de volumen de 

ventas y de satisfacción y lealtad de los clientes y que es 



    

 

percibida por el concesionario de modo diferido en el tiempo y 

de manera periódica". 

 

 Por último, la STS de fecha 13-5-2021  concluye que, el 

intercambio de información entre competidores implicó un 

aumento artificial de la transparencia en el mercado al 

desvelar factores relevantes relativos a los precios y 

condiciones comerciales que resulta incompatible con la 

exigencia de autonomía que caracteriza el comportamiento de 

las empresas en el mercado en un sistema de competencia real. 

Por tanto, puede afirmarse que el acuerdo de intercambio de 

información entre competidores analizado restauró un sistema 

de conocimiento mutuo y recíproco de las actividades y 

condiciones comerciales con la finalidad de reducir o eliminar 

la competencia que tiene por sí un grado suficiente de 

nocividad para ser considerado restrictivo por su objeto, pues 

sólo podía pretender la modificación de las condiciones de 

competencia en el mercado", concluyendo por tanto la 

existencia clara de una infracción por ser una restricción por 

objeto. 

 

Continúa así el Alto tribunal manifestando que " La 

información intercambiada y detallada en la resolución 

sancionadora comprende una gran cantidad de datos que recaen 

sobre a) la rentabilidad y facturación de las redes de 

concesionarios en total y desglosado por venta de automóviles 

(nuevos y usados) y actividades de posventa (taller y venta de 

recambios) b) los márgenes comerciales y política de 

remuneración ofrecida por las marcas a sus redes de 

concesionarios con influencia en el precio final de venta 

fijado por éstos, con distinción de la retribución fija y la 

variable a los concesionarios, conceptos incluidos en de cada 

tipología de retribución, sistema de bonus , financiación 

delas campañas, de verificación de objetivos y financiación de 

los vehículos adquiridos por los concesionarios c)estructuras, 

características y organización de las redes de concesionarios 

y datos sobre políticas de gestión de dichas redes d) 

condiciones de las políticas y estrategias comerciales 

actuales y futuras en relación al marketing de posventa, e) 

campañas de marketing al cliente final e) programas de 

fidelización de los clientes f) políticas adoptadas en 

relación con el canal de venta externa y mejores prácticas de 

gestión de sus redes y g ) cifras de ventas mensuales 

desagregadas por modelos de automóviles". 

 

Pues bien, vistos los términos en que se manifiestan la propia 

CNMC y las sentencias de la AN y TS que la ratifican, 

partiendo del hecho avalado por la lógica y el sentido común 

de que todo cártel de la naturaleza y duración como el que 



    

 

aquí nos ocupa tiene por finalidad principal proporcionar un 

beneficio económico a las empresas cartelizadas ( hecho que es 

avalado por la propia Comisión Europea que, con base en el 

informe Oxera, asume que un 93% de los cárteles provocan 

costes excesivos y, por tanto, un daño a los consumidores), 

procediendo así la plena aplicacibilidad de la doctrina del 

“res ipsa loquitur” (SSTS 21 de octubre de 2014); se ha de 

decir que en el presente caso concurren además indicios que 

acreditan la existencia de tal perjuicio económico como son la 

existencia de un cartel de larga duración que va del año 2006 

al 2013; la entidad de las personas jurídicas afectadas; la 

pluralidad de entidades afectadas; el importe de los precios 

de los productos sobre los que se realizaba el cartel; la 

cuantía de las multas establecidas; y, sobremanera, la 

información de la CNMC que refiere a la existencia de 

intercambios de información confidencial relativos a 

rentabilidad, facturación de redes de concesionarios, márgenes 

comerciales, política de remuneración, estructura y 

organización de sus concesionarios, condiciones de estrategias 

comerciales, marketing al cliente final y fidelización, que se 

ha trasladado al consumidor final en forma de menores 

descuentos, políticas comerciales menos agresivas por parte de 

las marcas y un menor esfuerzo por distinguirse de las otras 

empresas con unos servicios de más calidad. 

 

Cuanto ha quedado expuesto, unido a la aplicación de los 

principios de facilidad y disponibilidad probatoria 

consagrados en el art. 217 de la Lec., permite aplicar la 

inversión de la carga probatoria desplazando sobre la parte 

demandada la tarea de demostrar la ausencia de los elementos 

caracterizados como el daño y la relación causal entre aquella 

conducta y este resultado; y vista la inexistencia de 

aportación de elementos probatorios por la parte demandada con 

entidad suficiente para  acreditar la inexistencia del daño y 

de la propia relación de causalidad, éste juzgador tiene por 

debidamente acreditada  la concurrencia del daño económico 

causado por  el cartel de autos, así como la relación de 

causalidad entre  dicho cártel y el daño resultante al 

consumidor final. 

 

Sentado cuanto antecede, y antes de entrar en la valoración 

del daño, se ha de poner de manifiesto, por un lado, la 

responsabilidad solidaria impropia de los autores de  los 3 

acuerdos colusorios que han quedado expuestos; y, por otro,  

la consideración por la autoridad de la competencia de estas 

conductas como una infracción única y continuada y su 

individualización y concreción de responsabilidades 

individualizadas en la misma resolución de la CNMC, con lo que 

cualquier afectado por un cartel en concreto se puede dirigir 



    

 

contra cualquier participe de dicho cartel, siempre que los 

hechos se hayan producido dentro del espacio temporal de 

actuación de dicho cartel en total, como es el caso.  

 

Siendo ello así, resultando como es cierto que el actor 

adquirió el vehículo de la demandada el  31 de octubre de 2011 

en un concesionario de la marca de la demandada; esto es, 

dentro del periodo cartelizado; y considerada acreditada la 

concurrencia de un daño derivada de la conducta desplegada por 

las entidades cartelizadas, así como  relación de causalidad 

entre la conducta sancionada y el daño, solo procede entrar en 

la cuantificación de dicho perjuicio. 

 

Pues bien, en cuanto a la cuantificación del daño, hemos de  

partir de la considerable complejidad que entraña la tarea de 

cuantificar, si quiera por aproximación, el daño real 

ocasionado por las prácticas colusorias en perjuicio de 

quienes intervienen en el mercado. 

 

La propia Directiva 2014/104/UE consciente de los problemas 

que supone para la satisfacción del derecho al resarcimiento 

la exigencia de una prueba rigurosa acerca del daño sufrido, 

dispone en su art. 17-1 que "Los Estados miembros velarán por 

que ni la carga de la prueba ni los estándares de prueba 

necesarios para la cuantificación del perjuicio hagan 

prácticamente imposible o excesivamente difícil el ejercicio 

del derecho al resarcimiento de daños y perjuicios. Los 

Estados miembros velarán por que los órganos jurisdiccionales 

nacionales estén facultados, con arreglo a los procedimientos 

nacionales, para estimar el importe de los daños y perjuicios 

si se acreditara que el demandante sufrió daños y perjuicios 

pero resultara prácticamente imposible o excesivamente difícil 

cuantificar con precisión los daños y perjuicios sufridos 

sobre la base de las pruebas disponibles". 

 

Y en este mismo sentido la Guía Práctica de la CEE establece 

en su apartado 16 que "Es imposible saber con certeza cómo 

habría evolucionado exactamente un mercado si no se hubieran 

infringido los artículos 101 o 102 TFUE. Los precios, los 

volúmenes de ventas y los márgenes de beneficios dependen de 

una serie de factores e interacciones complejas, a menudo 

estratégicas, entre los participantes en el mercado que no es 

fácil estimar. Así pues, la estimación del hipotético 

escenario sin infracción se basará, por definición, en una 

serie de supuestos15. En la práctica, la indisponibilidad o la 

inaccesibilidad de los datos a menudo vendrá a sumarse a esta 

limitación intrínseca". 

 



    

 

Una plasmación del grado de dificultad existente para lograr 

una correcta cuantificación del daño ocasionado por estas 

prácticas colusorias aparece expuesto en la Comunicación de la 

Comisión cuando en su apartado 69 señala que "Al abordar la 

repercusión en una acción por daños por una infracción del 

Derecho de la competencia, los órganos jurisdiccionales 

nacionales pueden tener que considerar tres elementos 

relacionados con el perjuicio por el que un comprador directo 

o indirecto puede reclamar una indemnización: el sobrecoste, 

el efecto precio relacionado con la repercusión y el efecto 

volumen relacionado con la repercusión. Los órganos 

jurisdiccionales nacionales y los peritos económicos pueden 

optar por calcular estos tres elementos de forma secuencial, 

es decir, en un procedimiento en tres pasos que se expone a 

continuación". 

 

Pues bien, visto el informe de parte aportado por el 

demandante, el mismo refiere como método comparativo principal 

la variación de los precios de los vehículos antes y durante 

el periodo cartelizado corregido con las variaciones del IPC, 

modelo éste que se puede asumir como correcto, no así el 

resultado final de cuantificación toda vez concurren en el 

tiempo otros factores correctivos al alza de los precios como 

son la propia evolución del mercado en general, la situación 

económica y la concurrencia de otros cárteles como son el 

conocido como cártel de los concesionarios. 

 

Pero si éste juzgador no puede asumir plenamente el criterio 

sostenido por el informe de la parte actora, igual conclusión 

ha de predicarse respecto del informe de parte de las 

demandadas, que parten de negar la existencia de daño al 

cuantificarlo en un “0%”, lo cual no cubre la exigencia 

jurisprudencial en la materia (Vid STS de 7 de noviembre de 

2013), en orden a ofrecer una valoración alternativa del daño. 

En éste sentido, si bien los argumentos contenidos en el 

informe pericial de la demandada resulta aceptables desde un 

punto de vista meramente teórico, pudiéndose desde éste mismo 

punto de vista dar por razonables los de la parte actora, no 

considera éste juzgador que el mismo colme los requisitos de 

objetividad e imparcialidad que debe presidir todo informe 

pericial, máxime cuando, como se dijo, el mismo fija en “0” la 

cuantificación del daño, conclusión ésta que, en pura lógica, 

éste juzgador no puede asumir. En lo demás, la pericial se 

limita a hacer una crítica del informe de la contraria, cuya 

valoración, en pura lógica, corresponde a los tribunales y no 

a la parte demandada. 

 

Así las cosas, ante la imposibilidad de asumir el criterio 

sostenido en una y otra pericial, que supondría un vacío 



    

 

probatorio en los términos del art.217 que conllevaría a la 

inaceptable desestimación de la demanda, éste juzgador opta 

por acudir a la vía de la estimación judicial del daño 

partiendo para ello de datos tales como la fecha de 

adquisición del vehículo , la dificultad de precisar en 

aquella época el grado de repercusión que tuvo el incremento 

de los precios, la posibilidad del demandante de poder 

acogerse a descuentos conforme al margen de ventas de las 

empresas distribuidoras, la intervención que la demandada ha 

tenidos en cada uno de los Foros que constituyeron el cártel 

así como la duración de su intervención y la cuota de mercado 

afectado. 

 

En cuanto a la estimación judicial del daño, el TJUE ha tenido 

ocasión de pronunciarse en su sentencia de 22 junio 2022 en 

los siguientes términos: "80.- Por lo que respecta, en primer 

lugar, a la aplicabilidad temporal del artículo 17, apartado 

1, de la Directiva 2014/104 en el caso de autos, procede 

recordar que del tenor de esta disposición resulta que los 

Estados miembros deben velar por que ni la carga de la prueba 

ni los estándares de prueba necesarios para la cuantificación 

del perjuicio hagan prácticamente imposible o excesivamente 

difícil el ejercicio del derecho al resarcimiento de daños y 

perjuicios. Los Estados miembros también deben velar por que 

los órganos jurisdiccionales nacionales estén facultados, con 

arreglo a los procedimientos nacionales, para estimar el 

importe de los daños y perjuicios si se acreditara que el 

demandante sufrió daños y perjuicios, pero resultara 

prácticamente imposible o excesivamente difícil cuantificar 

con precisión los daños y perjuicios sufridos sobre la base de 

las pruebas disponibles. 81.- Así pues, esta disposición 

pretende garantizar la efectividad de las acciones por daños 

por infracciones del Derecho de la competencia, en particular 

en aquellas situaciones en las que sería prácticamente 

imposible o excesivamente difícil cuantificar con precisión el 

importe exacto del daño sufrido. 82.- En efecto, dicha 

disposición tiene por objeto flexibilizar el nivel de prueba 

exigido para determinar el importe del perjuicio sufrido y 

subsanar la asimetría de información existente en detrimento 

de la parte demandante afectada, así como las dificultades 

derivadas del hecho de que la cuantificación del perjuicio 

sufrido requiere evaluar cómo habría evolucionado el mercado 

de referencia si no se hubiera producido la infracción. 83.- 

Como ha señalado el Abogado General en el punto 73 de sus 

conclusiones, el artículo 17, apartado 1, de la Directiva 

2014/104 no impone una nueva obligación material que recaiga 

sobre alguna de las partes del litigio de que se trate. En 

cambio, esa disposición -y, más concretamente, su segunda 

frase- tiene por objeto conferir a los órganos 



    

 

jurisdiccionales nacionales, con arreglo a los «procedimientos 

nacionales» a los que se refiere, una facultad particular en 

el marco de los litigios relativos a acciones por daños por 

infracciones del Derecho de la competencia. 84.- En este 

contexto, debe recordarse que de la jurisprudencia del 

Tribunal de Justicia se desprende que las normas relativas a 

la carga de la prueba y al nivel de prueba exigido se 

califican, en principio, de normas procesales (véase, en este 

sentido, la sentencia de 21 de enero de 2016, Eturas y otros, 

C-74/14 , EU:C:2016:42  , apartados 30a 32). 85.- Por lo 

tanto, procede considerar que el artículo 17, apartado 1, de 

la Directiva 2014/104 constituye una disposición procesal a 

efectos del artículo 22, apartado 2, de dicha Directiva. 86.- 

A este respecto, según la jurisprudencia recordada en el 

apartado 31 de la presente sentencia, se considera en general 

que las normas de procedimiento son aplicables en la fecha en 

la que entran en vigor. 87.- Ha de recordarse igualmente que, 

en virtud del artículo 22, apartado 2, de la Directiva 

2014/104, los Estados miembros debían asegurarse de que 

ninguna medida nacional adoptada con el fin de cumplir con las 

disposiciones no sustantivas de esa Directiva se aplicase a 

las acciones por daños ejercitadas ante un órgano 

jurisdiccional nacional antes del 26 de diciembre de 2014". 

 

Asimismo, la reciente sentencia de TJUE de 16 de febrero de 

2023, se ha pronunciado sobre ésta cuestión en los siguientes 

términos: “ las acciones por daños comprendidas en el ámbito 

de aplicación de la Directiva 2014/104, al igual que las 

acciones de responsabilidad civil en general, pretenden 

reparar un daño lo más exactamente posible, una vez 

demostradas la existencia y la imputabilidad de este, sin que 

pueda excluirse que subsistan incertidumbres en el momento en 

que el juez nacional se pronuncie para determinar el importe 

de la indemnización. Por esta razón, la mera existencia de 

esas incertidumbres, que son inherentes a los litigios sobre 

responsabilidad y que resultan, en realidad, del 

enfrentamiento de argumentos y peritajes en el marco del 

debate contradictorio, no corresponde al grado de complejidad 

de la evaluación del perjuicio que se requiere para la 

aplicación de la estimación judicial prevista en el artículo 

17, apartado 1, de dicha Directiva. 

 

En segundo término, el propio tenor de esta disposición limita 

el ámbito de aplicación de la estimación judicial del 

perjuicio a las situaciones en que, una vez acreditada la 

existencia de ese perjuicio respecto de la parte demandante, 

sea prácticamente imposible o excesivamente difícil 

cuantificarlo, por ejemplo, porque existan dificultades 

particularmente importantes para interpretar los documentos 



    

 

aportados en cuanto a la proporción de la repercusión del 

sobrecoste resultante del cártel en los precios de los 

productos que la demandante haya adquirido de alguno de los 

participantes en el cártel. 

 

Por consiguiente, el concepto de asimetría de información, si 

bien indujo a la adopción del artículo 17, apartado 1, de la 

Directiva 2014/104, como se desprende del apartado 43 de la 

presente sentencia, no juega ningún papel en la aplicación de 

esta disposición, contrariamente a lo que parece dar a 

entender la redacción de las cuestiones prejudiciales segunda 

y tercera. A este respecto, como ha señalado la Abogada 

General en el punto 86 de sus conclusiones, aun cuando las 

partes se encuentren en pie de igualdad en lo que se refiere a 

la información disponible, pueden surgir dificultades a la 

hora de cuantificar concretamente el perjuicio. 

 

En relación con lo anterior, en primer lugar, es preciso 

subrayar que el objetivo mencionado en el apartado 41 de la 

presente sentencia requería el empleo de instrumentos que 

permitieran corregir la asimetría de información entre las 

partes del litigio, ya que, por definición, el autor de la 

infracción sabe lo que ha hecho y lo que, en su caso, se le ha 

imputado y conoce las pruebas que, en tal caso, han podido 

servir a la Comisión o a la autoridad nacional de la 

competencia de que se trate para demostrar su participación en 

un comportamiento contrario a la competencia que ha infringido 

los artículos 101 TFUE y 102 TFUE, mientras que el perjudicado 

por ese comportamiento no dispone de tales pruebas (sentencia 

de 10 de noviembre de 2022, PACCAR y otros, C-163/21, 

EU:C:2022:863, apartado 59). 

 

En segundo lugar, para corregir la asimetría de información, 

el legislador de la Unión adoptó un conjunto de medidas, 

enumeradas en el apartado 44 de la presente sentencia, cuya 

interacción no puede dejar de destacarse, ya que la necesidad 

de realizar la estimación judicial del perjuicio podrá 

depender, en particular, del resultado que obtenga la parte 

demandante tras solicitar la exhibición de pruebas con arreglo 

al artículo 5, apartado 1, párrafo primero, de la Directiva 

2014/104. 

 

En tercer lugar, habida cuenta del papel esencial de esta 

disposición en la Directiva, el juez nacional deberá 

comprobar, antes de proceder a estimar el perjuicio, si la 

parte demandante ha hecho uso de ella. En efecto, en el 

supuesto de que la imposibilidad práctica de evaluar el 

perjuicio se deba a la inactividad de la parte demandante, no 



    

 

corresponderá al juez nacional sustituir a esta parte ni 

suplir su falta de acción. 

 

En el presente asunto, la situación tiene un cariz diferente, 

dado que la parte demandada, por iniciativa propia, tras ser 

autorizada para ello por el órgano jurisdiccional remitente, 

puso a disposición de la parte demandante la información en 

que se había basado para refutar el informe pericial de esta 

última. A este respecto, es preciso señalar, por un lado, que 

poner a disposición esa información puede contribuir al debate 

contradictorio tanto sobre la realidad como sobre el importe 

del perjuicio y, por tanto, redunda en beneficio de las 

partes, que pueden afinar, modificar o completar sus 

alegaciones, y del juez nacional, que, gracias a la peritación 

y al consiguiente contraperitaje, esclarecido por la 

divulgación de la información en que aquella se basa, dispone 

de datos que permiten acreditar la realidad del perjuicio 

sufrido por la parte demandante y determinar después la 

extensión de este, lo que puede evitarle tener que realizar 

una estimación judicial del perjuicio. Por otro lado, poner a 

disposición esa información, lejos de privar de pertinencia a 

la solicitud de exhibición de pruebas establecida en el 

artículo 5, apartado 1, párrafo primero, de la Directiva 

2014/104, puede, por el contrario, orientar a la parte 

demandante y facilitarle indicaciones sobre los documentos o 

datos que podría considerar indispensable obtener. 

 

Sin perjuicio de esta eventual incidencia del artículo 5, 

apartado 1, de la Directiva 2014/104 en la posibilidad de que 

un órgano jurisdiccional nacional realice una estimación del 

perjuicio en virtud del artículo 17, apartado 1, de dicha 

Directiva, la circunstancia que caracteriza la situación 

objeto del litigio principal, a saber, que la parte demandada, 

por iniciativa propia, tras ser autorizada para ello por el 

órgano jurisdiccional remitente, puso a disposición de la 

parte demandante la información en que se había basado para 

refutar el informe pericial de esta última, no es pertinente, 

en sí misma, para apreciar si el órgano jurisdiccional 

nacional está facultado para estimar el perjuicio. 

 

En tercer término, la parte que presenta una reclamación de 

daños y perjuicios basada en la existencia de un perjuicio 

ocasionado por un comportamiento contrario a la competencia 

puede dirigir la reclamación únicamente contra uno de los 

autores de dicho comportamiento, habida cuenta de que, según 

la jurisprudencia, como ha señalado la Abogada General en el 

punto 102 de sus conclusiones, una infracción del Derecho de 

la competencia implica, en principio, la responsabilidad 



    

 

solidaria de sus autores (sentencia de 29 de julio de 2019, 

Tibor-Trans, C-451/18, EU:C:2019:635, apartado 36). 

 

Por lo tanto, el artículo 11, apartado 1, de la Directiva 

2014/104, en la medida en que prevé tal posibilidad, debe 

considerarse una disposición que codifica la jurisprudencia 

del Tribunal de Justicia y, por las mismas razones que las 

expuestas en el apartado 35 de la presente sentencia acerca 

del artículo 3, apartados 1 y 2, de esta Directiva, se 

encuentra entre las disposiciones de dicha Directiva para las 

cuales las medidas nacionales de transposición se aplican 

inmediatamente. 

 

Ahora bien, esta posibilidad no puede impedir a la parte que 

ha ejercitado una acción por daños comprendida en el ámbito de 

aplicación de la Directiva 2014/104 solicitar al órgano 

jurisdiccional nacional que conoce del asunto que ordene a 

otros autores del comportamiento infractor que exhiban las 

pruebas pertinentes, del modo y con los límites definidos en 

el artículo 5 de esta Directiva, para permitir a dicho órgano 

jurisdiccional determinar la existencia y la cuantía del 

perjuicio y, de esa forma, evitar proceder a la estimación 

judicial de este. 

 

En efecto, en el presente asunto, otros dos fabricantes de 

camiones sancionados por la Comisión en la Decisión de 19 de 

julio de 2016, Renault Trucks e Iveco, comercializaron 

vehículos adquiridos por Tráficos Manuel Ferrer y podrían, por 

tanto, aportarle pruebas relativas al sobrecoste inducido por 

el cártel, con el fin de determinar si dicho sobrecoste se 

repercutió efectivamente en el precio de compraventa de cuatro 

camiones Renault Trucks y de dos camiones Iveco y, de ser así, 

en qué medida. A este respecto, procede recordar que, con 

arreglo al artículo 5, apartado 1, párrafo primero, última 

frase, de la Directiva 2014/104, la parte demandada dispone 

asimismo de la posibilidad de solicitar al órgano 

jurisdiccional nacional que obligue a los demás infractores a 

exhibir las pruebas pertinentes, lo que podría resultar 

particularmente útil en una situación como la del presente 

asunto, en la que el órgano jurisdiccional remitente denegó la 

intervención provocada de dos de ellos. 

 

 Sin perjuicio de esta eventual incidencia del artículo 5, 

apartado 1, de la Directiva 2014/104 en la posibilidad de que 

un órgano jurisdiccional nacional realice una estimación del 

perjuicio en virtud del artículo 17, apartado 1, de dicha 

Directiva, la circunstancia que caracteriza la situación 

objeto del litigio principal, a saber, que la reclamación de 

daños y perjuicios se dirige contra uno solo de los 



    

 

destinatarios de una decisión por la que se constata una 

infracción del artículo 101 TFUE, que únicamente ha 

comercializado una parte de los productos adquiridos por la 

demandante, supuestamente afectados por un sobrecoste debido a 

esa infracción, no es pertinente, en sí misma, para apreciar 

si el órgano jurisdiccional nacional está facultado para 

estimar el perjuicio. 

 

Por consiguiente, a la luz de las consideraciones anteriores, 

procede responder a las cuestiones prejudiciales segunda y 

tercera que el artículo 17, apartado 1, de la Directiva 

2014/104 debe interpretarse en el sentido de que ni la 

circunstancia de que la parte demandada en una acción incluida 

en el ámbito de aplicación de esta Directiva haya puesto a 

disposición de la parte demandante la información en que se 

haya basado para refutar el informe pericial de esta última ni 

el hecho de que la parte demandante haya dirigido su 

reclamación solamente contra uno de los autores de dicha 

infracción son pertinentes, en sí mismos, para apreciar si los 

órganos jurisdiccionales nacionales están facultados para 

estimar el perjuicio, ya que esta estimación presupone, por un 

lado, que se haya acreditado la existencia del perjuicio y, 

por otro lado, que sea prácticamente imposible o excesivamente 

difícil cuantificarlo con precisión, lo que implica tomar en 

consideración el conjunto de los parámetros que llevan a tal 

conclusión, en particular el carácter infructuoso de trámites 

como la solicitud de exhibición de pruebas establecida en el 

artículo 5 de dicha Directiva”. 

 

Pues bien, a la vista del criterio que, en orden a la 

estimación judicial del daño, sostiene el TJUE, considerada 

acreditada la existencia del daño derivada de la conducta 

anticompetitiva de la demandada, procede examinar si concurren 

las circunstancias requeridas para acudir a la estimación 

judicial del daño. En éste sentido, la sentencia de referencia 

no exige en ningún caso que la parte demandante deba acudir 

necesariamente a la información disponible de la demandada, o 

a la que ésta le haya ofrecido, para reducir la asimetría 

informativa, sino que sea, precisamente, esa inactividad la 

que haga imposible o excesivamente dificultosa la 

cuantificación del perjuicio. Concluye así la sentencia que el 

juez debe valorar si tal dificultad es achacable a la 

inactividad de la parte demandante, y dicho examen ha de pasar 

por si hubiera sido necesario acudir a la información 

disponible de la demandada o la que ésta hubiera ofrecido para 

hacer la valoración del daño. 

 

Y ello sería preciso solo en el caso de que la demandante 

hubiera atendido al mismo sistema de cuantificación empleado 



    

 

por la demandada, caso que aquí no acontece, ya que la parte 

actora basa su valoración en un sistema en principio 

considerado parcialmente como aceptable por éste juzgador, con 

la reservas que han quedado expuestas, del cual sí se pueden 

extraer conclusiones sobre la posible incidencia de prácticas 

anticompetitivas en el mercado de comercialización de 

vehículos.  

 

La cuestión que aquí se podría plantear es si la parte actora 

debiera haber acudido al sistema comparativo utilizado por la 

demandada y, por ende, atender a la base de datos por ésta 

utilizada al efecto, conclusión ésta que éste juzgador no 

acepta por cuanto no es éste el único sistema de comparación 

susceptible de ser utilizado para determinar la existencia y 

cuantificación del daño. 

 

Cosa distinta es si la parte actora hubiera acudido a un 

sistema comparativo similar al utilizado por la parte 

demandante, en cuyo caso si sería exigible que la parte actora 

hubiera considerado, al menos parcialmente, los datos 

empleados por la parte demandada para contrastarlos con los 

empleados por ella, que no es el caso. 

 

En conclusión, considerado por éste juzgador como aceptable el 

uso del método comparativo utilizado, unido ello al hecho de 

que la alteración de los precios de los vehículos durante el 

periodo afectado por el cártel que ahora nos ocupa no solo se 

vio afectada por el cartel de autos ( como reconoce el perito 

de la demandada), sino que también se vio también afectada por 

otros factores como la concurrencia del cártel de 

concesionarios y la coyuntura económica mundial, pone de 

manifiesto, a juicio de éste juzgador, la extrema dificultad 

de hacer un cálculo preciso de concreto incremento de precios 

provocado por la conducta anticompetitiva de la demandada en 

el sobreprecio del vehículo de autos, lo cual obliga a acudir 

al criterio de estimación judicial del daño. 

 

Pues bien, partiendo  de lo aceptable del método comparativo 

de variación del índice de precios del mercado de automoción 

empleado por la actora; atendido el hecho que la demandada 

intervino en los tres foros del cártel; habiéndose adquirido 

el vehículo dentro del periodo de afectación del cartel en 

cualquiera de sus foros; considerada la dificultad de precisar 

en aquella época el grado de repercusión que tuvo el 

incremento de los precios y la posibilidad del demandante de 

poder acogerse a descuentos conforme al margen de ventas de 

las empresas distribuidoras; la intervención que la demandada 

ha tenido en  los tres Foros que constituyeron el cártel, así 

como la duración de su intervención en el mismo que fue de 90 



    

 

meses; y atendida  la cuota de mercado afectada por la 

demandada que fue de un 12,9%, parece oportuno fijar el 

incremento en el precio de los vehículos como consecuencia de 

la intervención de la demandada en el cártel de autos en un 

5%, acogiendo el criterio que viene sosteniendo nuestra 

Audiencia Provincial. 

 

Por último, y por lo que respecta a los intereses  debiera de 

estarse a la fecha de adquisición de los vehículos. Así se 

dispone por el considerando 12 de la Directiva de 2014, el 

cual determina que "El pago de intereses es un elemento 

esencial del resarcimiento para reparar los daños y perjuicios 

sufridos teniendo en cuenta el transcurso del tiempo, y debe 

exigirse desde el momento en que ocurrió el daño hasta aquel 

en que se abone la indemnización, sin perjuicio de que en el 

Derecho nacional esos intereses se califiquen de intereses 

compensatorios o de demora, y de que se tenga en cuenta el 

transcurso del tiempo como categoría independiente (interés) o 

como parte constitutiva de la pérdida experimentada o de la 

pérdida de beneficios. Corresponde a los Estados miembros 

establecer las normas que deban aplicarse a tal efecto". Por 

ello, atendiendo a la Guía de la Comisión, y a la 

jurisprudencia del TJUE -con cita de las Sentencias asunto C-

271/91, Marshall, apart 31, y asuntos acumulados C-295/04 a C-

298/04, Manfredi, apart 97- como del Libro Blanco sobre 

acciones de daños y perjuicios por incumplimiento de las 

normas comunitarias de defensa de la competencia, se 

establecen los intereses legales desde la fecha de la 

adquisición hasta la sentencia, devengando desde entonces los 

procesales del art.576 de la Lec. 

 

TERCERO.- En cuanto a las costas, habiéndose estimado la 

demanda parcialmente, no procede hacer pronunciamiento 

expreso, de conformidad con lo dispuesto en el art.394 de la 

Lec. 

 

 

 Vistos los preceptos legales citados, y los demás de 

general y pertinente aplicación. 

 

FALLO 

 

 Que estimando en parte la demanda interpuesta por Dª MARIA 

LUISA PRESTAMO FERNANDEZ, frente a FORD ESPAÑA, S.L., debo 

condenar y condeno a la demandada a indemnizar a la actora en 

el 5% del precio de adquisición de los vehículos de autos, más 

los intereses legales de dicha cantidad a devengar desde la 

fecha de la adquisición. Y todo ello sin hacer pronunciamiento 

expreso en cuanto a costas. 

usuario
Resaltar



    

 

 

 

 Notifíquese la presente resolución a las partes 

haciéndoles saber que contra la misma no cabe recurso. 

 

 

 

 

 

 

 

PUBLICACIÓN.- La anterior sentencia fue leída por el Juez que la 
firma en la audiencia pública del día de su fecha de lo que yo, 
el Letrado de la Administración de Justicia, doy fe.  

 

 

  

 

 

 

 

 

 
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha 

sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal 

que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de 

las personas que requieran un especial deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las 

víctimas o perjudicados, cuando proceda. 

 

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con 

fines contrarios a las leyes. 
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